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Medio de Control:  Nulidad  
Radicado No:    54-001-33-33-003-2019-00453-01 
Demandante:     Juan Guillermo Cuadros Castillo y otro  
Demandado:  Municipio de San José de Cúcuta - Concejo Municipal   
 
 
En atención al informe secretarial que antecede, procede la Sala a resolver el 
recurso de apelación interpuesto por el apoderado del Municipio de San José de 
Cúcuta, en contra de la decisión proferida por el Juzgado Tercero Administrativo 
Oral del Circuito de Cúcuta, el 11 de diciembre de 2019, mediante la cual se decidió 
decretar la medida cautelar de urgencia consistente en la suspensión provisional de 
los efectos de las Resoluciones demandadas, conforme a lo siguiente: 
 
 

I. Antecedentes 
  
1.1.- El Auto apelado 
 
El Juzgado Tercero Administrativo Oral de Cúcuta, mediante auto de fecha once 
(11) de diciembre de dos mil diecinueve (2019), decidió decretar la suspensión 
provisional de los efectos de los actos administrativos contenidos en las 
Resoluciones No. 231 del 7 de octubre de 2019 y No. 240 del 16 de octubre de 
2019, por las cuales se convoca y reglamenta el concurso público de méritos para 
la elección del Personero Municipal de San José de Cúcuta, para el periodo 
comprendido de 2020 a 2024 y se modifica el cronograma de la convocatoria pública 
No. 02 de 2019 para proveer el citado cargo, con base en los siguientes argumentos: 
 
Refiere que al revisar los cronogramas consignados en las Resoluciones No. 231 y 
240 de 2019 proferidas por el Concejo Municipal de Cúcuta, se concluye que la 
Mesa Directiva de esa Corporación no dio cumplimiento al periodo mínimo de 
inscripciones que debía ser de 5 días, ya que solo se otorgó el plazo de 8 horas 
para tal fin, conforme se prevé en los artículos 2.2.6.7 y 2.2.27.2 del Decreto 1083 
de 2015, los cuales tienen como finalidad que en la etapa de reclutamiento se pueda 
atraer e inscribir el mayor número de aspirantes que reúnan los requisitos para el 
desempeño del empleo objeto del concurso. . 
 
Estimó que tal omisión genera una irregularidad en el proceso de selección que se 
traduce en una vulneración al debido proceso afectando de esta manera el 
desarrollo del concurso, restringiendo con ello la posibilidad de inscripción de un 
mayor número de personas interesadas en participar del citado concurso.  
 
En tal sentido afirmó que se encontraba acreditado el requisito del fumus boni o la 
apariencia del buen derecho, por la eventual ilegalidad de los actos administrativos 
contenidos en las Resoluciones No. 31 del 7 de octubre de 2019 y la No. 240 del 16 
de octubre de 2019.  
 
Aunado a lo anterior señaló que no se podía continuar con el proceso de selección 
en curso, existiendo vicios procedimentales que puedan afectar gravemente su 
desarrollo, resultaba necesario emitir un pronunciamiento provisional de urgencia 
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para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, por lo que a su criterio se 
satisfizo el requisito del periculum in mora o urgencia.  
 
Igualmente, indicó que luego de efectuarse un juicio de ponderación se advirtió que 
sería mucho más gravoso para el interés público negar la medida provisional 
solicitada que concederla, ya que, al terminarse el proceso de elección del 
Personero Municipal de San José de Cúcuta, con la invalidez de las decisiones que 
se adoptaran en el curso del mismo, resultarían afectados los intereses de la 
Administración pública, de la comunidad y de los interesados en participar del 
concurso.  
 
Así las cosas, declaró la suspensión provisional de las Resoluciones No. 231 del 7 
de octubre de 2019 y la No. 240 del 16 de octubre de 2019, por medio de las cuales 
se convoca y reglamenta el concurso público de méritos para la elección del 
Personero Municipal de San José de Cúcuta para el periodo comprendido entre el 
2020 a 2024 y se modifica el cronograma de la convocatoria No. 02 de 2019, así 
como la totalidad de las actuaciones desarrolladas con fundamento en los referidos 
actos administrativos, y que actualmente se encuentren en curso. 
 
1.2.- Fundamentos del recurso interpuesto  
 
El apoderado del Municipio de San José de Cúcuta, presentó recurso de apelación 
en contra de la decisión del Juzgado que decretó la suspensión provisional de la 
Resolución No. 231 del 7 de octubre de 2019 “Por medo del cual se convoca, y 
reglamenta el concurso público de méritos para proveer el cargo de personero 
municipal de San José de Cúcuta para el periodo 2020-2024”, y la Resolución No. 
240 del 16 de octubre de 2019 “Por medio del cual se modifica el cronograma de la 
convocatoria pública 02 de 2019, contenida en la resolución número 231 del 07 de 
octubre de 2019 y se dictan otras disposiciones”.  
 
Indica que mediante un análisis primario de los actos demandados y su 
confrontación con las normas que se aducen como violadas no es posible 
primariamente establecer una violación a las disposiciones legales y 
constitucionales invocadas por la parte actora.  
 
Lo anterior dado que no hay suficientes razones por parte del Juez de primera 
instancia para declarar la suspensión provisional de las citadas Resoluciones, y más 
aún cuando de mantenerse la misma, la elección dentro del término legal del 
Personero Municipal de San José de Cúcuta podría verse afectada, ya que 
conforme lo previsto en el artículo 35 de la Ley 1551 de 2012 los Concejos 
Municipales deben asumir la función legal de seleccionar a la persona idónea para 
que funja como Personero en periodos institucionales de 4 años, dentro de los 10 
primeros días del mes de enero del año en que inicie su término constitucional.  
 
Resalta que las funciones del Personero Municipal son las previstas en los artículos 
118 y 178 de la Constitución Política y respecto de ellas afirma que en dicho cargo 
se encarna la personificación de la defensa y protección de los intereses generales 
de las comunidades locales y de los derechos humanos de los habitantes de los 
Municipios. Además de las múltiples funciones legales asignadas por la Ley 1448 
de 2011, la Ley 1755 de 2015 y la Ley 1712 de 2014, entre otras.  
 
Afirma que de mantenerse la suspensión provisional de estas Resoluciones se 
ocasionaría un daño a quien soporta la medida cautelar que no solo sería el Concejo 
Municipal y el Municipio de San José de Cúcuta sino también a la población 
conformada por cada individuo sujeto a derecho, dado el papel fundamental que 
cumple el Personero el cual ya se adujo anteriormente.  
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De otra parte, estima que en esta etapa no se cuenta con suficiente material 
probatorio que permita obtener una percepción de que efectivamente se configura 
la violación normativa alegada, no solo por el temprano estadio procesal, sino 
también por la poca evidencia existente acerca de la factible violación de las normas 
indicadas en la demanda.  
 
Agrega que de esta manera se estaría imposibilitando un sano ejercicio de 
comprobación entre los actos o normas acusadas, por lo que considera que resulta 
más adecuado revocar la suspensión para permitir que se cumplan las diferentes 
etapas del proceso que culmina con la sentencia.   
 
Recuerda que los actos administrativos, como disposiciones unilaterales de la 
Administración son susceptibles de judicialización por parte de esta jurisdicción a 
través de las acciones previstas en la ley, sin embargo, tampoco se puede omitir 
que los mismos se encuentran amparados por la presunción de legalidad.  
 
Por lo expuesto, la impugnación de los actos administrativos incluyendo las medidas 
cautelares solicitadas y decretadas provisionalmente, deben ser fundadas e 
instauradas precisando las normas violadas y el concepto de su violación de manera 
amplia desarrollando los fundamentos fácticos y jurídicos que den sustento a la 
misma.  
 
Refiere que el proceso de elección de Personeros Municipales se encuentra 
regulado por lo establecido en el artículo 35 de la Ley 1551 de 2012, reglamentados 
por el Decreto 2485 de 2014, compilado en el Título 27 de la parte 2° del libro 2 del 
Decreto 1083 de 2015, el cual fue citado en el recurso.  
 
De lo anterior señala que, para garantizar la libre concurrencia, la publicación de la 
convocatoria debe efectuarse con no menos de 10 días calendario antes del inicio 
de la fecha de inscripciones, y que la misma debe contener fecha y hora de las 
respectivas inscripciones.  
 
No obstante, aclara que, respecto a los términos o plazos de la etapa de inscripción, 
la norma especial que regula la materia, esto es, el artículo 35 de la Ley 1551 de 
2012 reglamentado por el Decreto 2485 de 2014, compilado en el Título 27 de la 
Parte 2° del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, no precisa taxativamente que este 
no pueda ser inferior a 5 días.  
 
Por tanto, a su criterio es diáfano que el Municipio de Cúcuta y el Concejo Municipal 
actuaron con observancia a las disposiciones legales existentes en el ordenamiento 
jurídico colombiano, dado que, en las Resoluciones No. 231 del 7 de octubre de 
2019, se estableció una etapa de divulgación y publicación de la convocatoria 
pública a realizarse entre los días 7 a 17 de octubre de 2019, y la inscripción de 
aspirantes que se llevaría a cabo el 18 de octubre del mismo año, cumpliendo con 
los términos de ley y exteriorizando la información para surtir de forma correcta la 
etapa de reclutamiento.    
 
En tal sentido estima que en el caso bajo examen la parte actora erróneamente 
fundó el medio de control impetrado de acuerdo con lo consagrado en el artículo 
2.2.6.6.7 del Decreto 1083 de 2015, desconociendo que el mismo se compiló en su 
título 27 de la Parte 2 del Libro 2, en lo atinente a los estándares para la elección de 
personeros municipales.  
 
Así las cosas, explica que el análisis de la solicitud de suspensión provisional de las 
mencionadas Resoluciones debe sujetarse a lo previsto en el artículo 35 de la Ley 
1551 de 2012, reglamentado por el Decreto 2485 de 2014, compilado en el Título 
27 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015 y no estrictamente a lo 
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dispuesto en el artículo 2.2.6.7. del citado Decreto, ya que se trata de una 
disposición especial que debe primar sobre la general.   
 
Finalmente, solicita que se revoquen las medidas cautelares de urgencia decretadas 
mediante providencia del 11 de diciembre de 2019.  
 
1.3.- Traslado del recurso  
 
Durante el traslado del recurso las partes guardaron silencio.  
 
1.4.- Concesión del recurso. 
 
Mediante auto de fecha 21 de enero de 2020, obrante a folio 115 del archivo pdf 
denominado “003. Cuaderno M. Cautelar 2019-00453-02” del expediente digital, el 
Juzgado Tercero Administrativo Oral de Cúcuta, dio trámite al recurso de apelación 
interpuesto por el apoderado del Municipio de San José de Cúcuta, y lo concedió 
en el efecto suspensivo, ante esta Corporación. 
 
No obstante, el mencionado auto fue objeto de reposición mediante providencia del 
30 de enero de 2020, en el cual se aclaró que el recurso de apelación se concedía 
en el efecto devolutivo.  
 
1.5.- Actuación procesal posterior. 
 
El expediente fue repartido al Despacho del Magistrado Ponente el día 12 de febrero 
de 2020. 
 
Mediante auto del 13 de febrero de 2020 se ordenó devolver el expediente de la 
referencia al Juzgado Tercero Administrativo Oral de Cúcuta, para que se 
pronunciara sobre el desistimiento de la medida cautelar decretada.  
 
Luego, en providencia del 17 de febrero de 2020, el citado Juzgado accedió a la 
solicitud de desistimiento de la medida cautelar consistente en la suspensión 
provisional de los efectos de los actos administrativos contenidos en las 
Resoluciones No. 231 del 7 de octubre de 2019 y 240 del 16 de octubre de 2019, 
decretada en auto del 11 de diciembre de 2019.  
 
Posteriormente, mediante auto del 28 de febrero de 2020, el A quo decidió 
abstenerse de pronunciarse sobre el recurso de apelación y la medida cautelar 
presentada por el Concejo Municipal, así como dejar sin efectos el auto de fecha 17 
de febrero de la misma anualidad por medio del cual se aceptó el desistimiento de 
la medida cautelar decretada en este proceso.  
 
Por lo expuesto se ordenó la remisión del expediente a este Tribunal a fin de surtir 
el trámite del recurso de apelación interpuesto por el Municipio de San José de 
Cúcuta y negó las solicitudes de medidas cautelares presentadas por los señores 
Eurípides Mujica Flórez y Richard Cárdenas Contreras en calidad de coadyuvantes.  
 
Finalmente, mediante providencia del 30 de julio de 2020 el Juzgado Tercero 
Administrativo Oral de Cúcuta decidió negar la solicitud de levantamiento de la 
medida cautelar decretada en el auto del 11 de diciembre de 2019, no reponer la 
decisión del numeral 2° del auto de fecha 28 de febrero de 2020, rechazar por 
improcedentes los recursos de apelación interpuestos por el apoderado del 
Municipio de San José de Cúcuta y los coadyuvantes y por último dar cumplimiento 
a lo ordenado en el numeral 3° del auto del 28 de febrero del presente año.  
 
El expediente fue repartido nuevamente al Despacho del Magistrado Ponente el día 
12 de agosto de 2020. 
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II. Consideraciones 

 
2.1.- .- Competencia 
 
La Sala tiene competencia para decidir en segunda instancia el recurso de apelación 
interpuesto, con fundamento en lo reglado en los artículos 125 y 153 de la Ley 1437 
de 2011, pues se trata de la decisión de decretar una medida cautelar tomada por 
un Juzgado Administrativo de este circuito. 
 
Igualmente, la decisión de decretar una medida cautelar es apelable conforme a lo 
reglado en el artículo 232 y en el numeral 2º del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011. 
 
2.2. El asunto por resolver en esta Instancia: 
 
Debe la Sala decidir si hay lugar a revocar el auto de fecha 11 de diciembre de 2019 
proferido por el Juzgado Tercero Administrativo Oral de Cúcuta, mediante el cual se 
tomó la medida cautelar de urgencia consistente en decretar la suspensión 
provisional de los efectos de los actos administrativos contenidos en las 
Resoluciones No. 231 del 7 de octubre de 2019 y No. 240 del 16 de octubre de 
2019, expedidas por el Concejo Municipal de Cúcuta, tal como lo solicita el 
apoderado del Municipio de Cúcuta en el recurso de apelación interpuesto contra el 
citado acto. 
 
A través de estos actos se convoca y reglamenta el concurso público de méritos 
para la elección del Personero Municipal de San José de Cúcuta, para el periodo 
comprendido de 2020 a 2024 y se modifica el cronograma de la convocatoria pública 
No. 02 de 2019 para proveer el citado cargo. 
  
En el presente asunto el precitado Juzgado  tomó tal medida cautelar, al considerar 
que la Mesa Directiva de esa Corporación no dio cumplimiento al periodo mínimo 
de inscripciones que como mínimo debía ser de 5 días, ya que solo se otorgó el 
plazo de 8 horas para tal fin, desconociéndose lo previsto  en los artículos 2.2.6.7 y 
2.2.27.2 del Decreto 1083 de 2015, los cuales tienen como finalidad que en la etapa 
de reclutamiento se pueda atraer e inscribir el mayor número de aspirantes que 
reúnan los requisitos para el desempeño del empleo objeto del concurso.  
 
Que la citada omisión generaba una irregularidad en el proceso de selección, es 
decir, una vulneración al debido proceso afectando de esta manera el desarrollo del 
concurso, al restringir la posibilidad de inscripción de un mayor número de personas 
interesadas en participar del citado concurso.  
 
Por lo anterior estimó como probado el requisito del fumus boni o la apariencia del 
buen derecho, por una eventual ilegalidad de los actos administrativos contenidos 
en las Resoluciones No. 31 del 7 de octubre de 2019 y la No. 240 del 16 de octubre 
de 2019, igualmente señaló que continuar con el proceso de selección en curso, 
existiendo vicios procedimentales que puedan afectar gravemente su desarrollo, 
podría producir la ocurrencia de un perjuicio irremediable, por lo que consideró 
necesario decretar una medida cautelar de urgencia, al encontrar satisfecho a su 
criterio el requisito del periculum in mora o urgencia.  
 
Advirtió que luego de efectuar un juicio de ponderación observó que sería mucho 
más gravoso para el interés público negar la medida provisional solicitada que 
concederla. 
  
Inconforme con la decisión del A quo, el apoderado del Municipio de San José de 
Cúcuta interpuso recurso de apelación en el cual manifestó que no hay suficientes 
razones por parte del Juez de primera instancia para declarar la suspensión 
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provisional de las citadas Resoluciones, y más aún cuando de mantenerse la 
misma, la elección dentro del término legal del Personero Municipal de San José de 
Cúcuta podría verse afectada, ya que esta debe realizarse dentro de los 10 primeros 
días del mes de enero del año en que inicie su término constitucional.  
 
Explica que de mantenerse la suspensión provisional de estas Resoluciones se 
ocasionaría un daño a quien soporta la medida cautelar que no solo sería el Concejo 
Municipal y el Municipio de San José de Cúcuta sino también a la población 
conformada por cada individuo sujeto a derecho, dado el papel fundamental que 
cumple el Personero el cual ya se adujo anteriormente.  
 
Que los actos administrativos, como disposiciones unilaterales de la Administración 
son susceptibles de judicialización por parte de esta jurisdicción a través de las 
acciones previstas en la ley, sin embargo, tampoco se puede omitir que los mismos 
se encuentran amparados por la presunción de legalidad.  
 
Expone que el proceso de elección de Personeros Municipales se encuentra 
regulado por lo establecido en el artículo 35 de la Ley 1551 de 2012, reglamentado 
por el Decreto 2485 de 2014, compilado en el Título 27 de la parte 2° del libro 2 del 
Decreto 1083 de 2015, y que para garantizar la libre concurrencia, la publicación de 
la convocatoria debe efectuarse con no menos de 10 días calendario antes del inicio 
de la fecha de inscripciones, y que la misma debe contener fecha y hora de las 
respectivas inscripciones.  
 
Aclaró que respecto a los términos o plazos de la etapa de inscripción, la norma 
especial que regula la materia, esto es, el artículo 35 de la Ley 1551 de 2012 
reglamentado por el Decreto 2485 de 2014, compilado en el Título 27 de la Parte 2° 
del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, no precisa taxativamente que este no pueda 
ser inferior a 5 días, por lo que a su criterio es diáfano que el Municipio de Cúcuta y 
el Concejo Municipal actuaron con observancia a las disposiciones legales 
existentes en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 
Que en el presente caso la parte actora erróneamente fundó el medio de control 
impetrado de acuerdo con lo consagrado en el artículo 2.2.6.7 del Decreto 1083 de 
2015, desconociendo que el mismo se compiló en su título 27 de la Parte 2 del Libro 
2, en lo atinente a los estándares para la elección de personeros municipales.  
 
Finalmente, indica que la solicitud de suspensión provisional de las mencionadas 
Resoluciones debe sujetarse a lo previsto en el artículo 35 de la Ley 1551 de 2012, 
reglamentado por el Decreto 2485 de 2014, compilado en el Título 27 de la Parte 2 
del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015 y no estrictamente a lo previsto en el artículo 
2.2.6.7. del citado Decreto, ya que se trata de una disposición especial que debe 
primar sobre la general.   
 
2.3.- Decisión del presente asunto en segunda Instancia. 
 
Esta Sala, luego de analizada la providencia apelada, los argumentos expuestos en 
el recurso de apelación y el ordenamiento jurídico pertinente, llega a la conclusión 
que en el presente asunto deberá revocarse la decisión proferida por el Juzgado 
Tercero Administrativo Oral de Cúcuta mediante auto del 11 de diciembre de 2019, 
por el cual se decretó la suspensión provisional de los efectos de los  actos 
administrativos contenido en las Resoluciones No. 231 del 7 de octubre de 2019 y 
No. 240 del 16 de octubre de 2019, por las cuales se convocó y reglamentó el 
concurso público de méritos para la elección del Personero Municipal de San José 
de Cúcuta para el periodo 2020-2024  y se modifica el cronograma de la 
convocatoria pública No. 02 de 2019 para proveer dicho cargo.  
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Lo anterior, por cuanto el A quo fundó la suspensión provisional de los efectos de 
los actos administrativos en la supuesta vulneración de la regla prevista en el  
artículo 2.2.6.7. del Decreto 1083 de 2015, que regula un plazo mínimo de 5 días 
para la etapa de inscripción en el citado concurso, frente a lo cual la Sala considera 
que existe una seria duda sobre la aplicación  de dicha norma en el concurso de 
méritos adelantado por el Concejo Municipal de Cúcuta para la selección del 
Personero Municipal, por lo cual no puede afirmarse con certeza, en esta etapa del 
presente proceso, que al momento de expedirse los actos acusados el Concejo 
Municipal desconoció flagrantemente tal precepto como para que procediera la 
medida de suspensión provisional. 
 
Estima esta Sala que lo procedente es mantener la presunción de legalidad de los 
actos acusados hasta el momento de proferirse sentencia, en la cual se decidirá en 
forma definitiva por esta jurisdicción si la parte actora logró desvirtuar o no la referida 
presunción que ampara a los actos acusados en el presente asunto, y si el Artículo 
2.2.6.7. del Decreto 1083 de 2105 es aplicable o no al concurso de méritos para la 
selección del Personero Municipal de Cúcuta. 
 
2.4.- Argumentos de la decisión del presente asunto. 
 
1.- De la naturaleza de la medida cautelar de suspensión provisional de los 
efectos de los actos administrativos.  
 
Como es sabido, en el capítulo XI del título V de la parte segunda del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, artículo 229 y ss, 
contiene las disposiciones relativas a las medidas cautelares que pueden ser 
decretadas en los procesos que se siguen ante esta jurisdicción, así como su 
contenido, alcance, requisitos y el procedimiento para su adopción. 
 
Las medidas cautelares según el artículo 230, ibídem, pueden ser preventivas, 
conservativas, anticipativas o de suspensión y deberán tener relación directa y 
necesaria con las pretensiones de la demanda. 
 
Como requisitos para el decreto de las cautelas, el artículo 231 de la Ley 1437 de 
2011 distingue dos episodios, uno cuando se pretende la suspensión provisional de 
un acto administrativo y en los demás casos en los que se solicita la adopción de 
una medida diferente a la suspensión provisional. 
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado es abundante en materia de precisar cuál 
es la naturaleza y alcance de la medida de suspensión provisional de los efectos de 
los actos administrativos, resaltándose que se ha señalado que no hay lugar a 
realizarse un estudio tan profundo para encontrar la contradicción con las normas 
superiores pues si así fuera se anticiparía definitivamente una decisión de fondo, lo 
cual no es propio de la etapa procesal de decreto o no de una medida cautelar. Al 
efecto basta con traer a colación lo dicho por la Sección Segunda en providencia 
del 29 de marzo de 20171: 
 

“Entonces, para el caso de la suspensión provisional de los efectos del acto 
administrativo demandando, la Ley 1437 de 2011, artículo 231, establece la exigencia 
de acreditarse la violación de las normas superiores, cuando tal violación surja del 
análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas 
o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Este análisis inicial permite 
abordar el objeto del proceso, la discusión de ilegalidad en la que se enfoca la 

                                                           
1 Providencia proferida por la  SUBSECCIÓN B Consejera Ponente: SANDRA LISSET 

IBARRA VÉLEZ Radicado No.: 11001032500020160118900 No. Interno: 5266-2016 

Demandante: Clara Cecilia López Barragán. 
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demanda, pero con base en una aprehensión sumaria, propia de una instancia en la 
que las partes aún no han ejercido a plenitud su derecho a la defensa, por lo que su 
resolución parte de un conocimiento sumario y de un estudio que, si bien permite 
efectuar interpretaciones normativas o valoraciones iniciales, no sujeta la decisión 
final. 
 
En este escenario, corresponde al operador judicial en cada caso concreto abordar 
de manera cuidadosa su estudio, analizando inicial o preliminarmente el sometimiento 
de la decisión administrativa al parámetro normativo invocado, prosperando la medida 
en aquellos eventos en los que de ese estudio surja el quebrantamiento invocado. 
 
En suma, si bien la regulación de la medida cautelar de suspensión provisional de los 
efectos de un acto administrativo, prevista en la Ley 1437 de 2011, le confiere al juez 
un margen de estudio más amplio del que preveía la legislación anterior sobre la 
materia, no puede perderse de vista que la contradicción y el análisis entre las normas 
invocadas y el acto administrativo exige, entonces, que luego de un estudio de 
legalidad inicial, juicioso y serio, se pueda arribar a la conclusión de que el acto 
contradice la norma superior invocada, exigiendo, se insiste, la rigurosidad del Juez 
en su estudio, con fundamento en el análisis del acto o las pruebas allegadas con la 
solicitud.  
 
…Planteadas así las cosas, la dimensión del análisis normativo, jurisprudencial y 
probatorio que correspondería realizar, conduce a un estudio tan profundo que dejaría 
de ser el que se ha entendido se debe realizar durante el trámite de una solicitud de 
medida cautelar, esto es, un estudio ab initio o sumaria cognitio, pues, anticiparía 
definitivamente una decisión de fondo, lo cual no es propio de esta etapa procesal. 
Por tal razón, no es posible realizar un pronunciamiento sobre este cargo en este 
momento procesal, y su resolución se efectuará al resolver el fondo del asunto, 
cuando se tengan todos los elementos de la litis integrados al expediente.”  

 
2.- En el presente asunto hay lugar a revocar el auto por medio del cual se 
decretó la medida cautelar de suspensión provisional de los efectos de los 
actos demandados. 
 
Como se explicó anteriormente, en el sub examine el A quo  decretó la medida 
cautelar de urgencia procediendo a suspender provisionalmente los efectos de  las  
resoluciones por medio de las cuales se convocó al concurso de méritos para la 
selección del Personero del Municipio de Cúcuta. 
 
El argumento central para tal decisión se fundó en señalar que al revisar los 
cronogramas consignados en las Resoluciones No. 231 y 240 de 2019 proferidas 
por el Concejo Municipal de Cúcuta, se concluye que la Mesa Directiva de esa 
Corporación no dio cumplimiento al periodo mínimo de inscripciones que debía ser 
de 5 días, ya que solo se otorgó el plazo de 8 horas para tal fin, desconociéndose 
lo previsto en los artículos 2.2.6.7 y 2.2.27.2 del Decreto 1083 de 2015, los cuales 
tienen como finalidad que en la etapa de reclutamiento se pueda atraer e inscribir el 
mayor número de aspirantes que reúnan los requisitos para el desempeño del 
empleo objeto del concurso.  
 
La Sala ha concluido, luego de analizar el recurso de apelación y el ordenamiento 
jurídico pertinente,  que en el asunto de la referencia no puede afirmarse con 
certeza, en esta etapa del presente proceso, que las normas citadas por el A quo 
como vulneradas por el Concejo Municipal  al momento de expedición de las 
Resoluciones demandadas, son aplicables al concurso de méritos adelantado por 
el Concejo Municipal de Cúcuta, y por lo tanto no es dable suspender los efectos de 
los actos demandados.  
 
En efecto, estima la Sala que el argumento del Municipio de Cúcuta expuesto en el 
recurso de apelación, sobre la no aplicación del artículo 2.2.6.7. del Decreto 1083 
de 2015, que regula un plazo mínimo de 5 días para la etapa de inscripción en el 
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concurso para seleccionar al personero municipal, en razón a que las normas 
especiales que regulan dicho concurso no prevé término alguno para la etapa de 
inscripción, resulta válido para considerar que no se puede sostener con certeza en 
este momento procesal que dicha norma sea aplicable o no al concurso de mérito 
para seleccionar al personero municipal. 
 
Esta situación genera que para dilucidar tal asunto se requiere de un análisis jurídico 
propio del momento de dictarse sentencia y no en esta etapa de inicio del proceso, 
por lo cual considera la Sala que no se dan los supuestos suficientes para suspender 
los efectos de los actos acusados, debiéndose mantener la presunción de legalidad 
de los actos acusados hasta el momento de proferirse sentencia, en la cual se 
decidirá en forma definitiva sobre tal aspecto. 
 
Como es sabido, el concurso público de méritos para elegir el cargo de Personero 
Municipal se estableció en  el artículo 352 de la Ley 1551 de 2012, mediante la cual 
se modificó el artículo 170 de la Ley 136 de 1994. 
 
La  Corte Constitucional profirió la sentencia C-105 de 2013, M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez, mediante la cual declaró la exequibilidad de la expresión “previo 
concurso de méritos” contenida en el Inciso 1 del citado artículo 35, y la 
inexequibilidad de la expresión “que realizará la Procuraduría General de la Nación” 
contenida en el Inciso 1 y así como los incisos 2, 4 y 5 del Artículo 35 de la citada 
ley.  
 
Dicho artículo 35 fue reglamentado por el Decreto 2485 de 2014, el cual fue 
compilado en el Título 27 de la Parte 2° del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, y a 
su vez derogado a través del artículo 3.1.1. de este Decreto. 
 
En el artículo 2.2.27.1 del Decreto 1083 de 2015 se reguló lo siguiente respecto del 
concurso de méritos para la elección de personero: 

                                                           

2 “ARTÍCULO 35. El artículo 170 de la Ley 136 de 1994 quedará así: 

Artículo 170. Elección. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Los Concejos Municipales o distritales 
según el caso, elegirán personeros para periodos institucionales de cuatro (4) años, dentro de los 
diez (10) primeros días del mes de enero del año en que inicia su periodo constitucional, previo 
concurso público de méritos que realizará la Procuraduría General de la Nación, de conformidad 
con la ley vigente. Los personeros así elegidos, iniciarán su periodo el primero de marzo siguiente a 
su elección y lo concluirán el último día del mes de febrero del cuarto año. 

<Inciso 2. INEXEQUIBLE> 

Para ser elegido personero municipal se requiere: En los municipios de categorías especial, primera 
y segunda títulos de abogado y de postgrado. En los municipios de tercera, cuarta y quinta 
categorías, título de abogado. En las demás categorías podrán participar en el concurso egresados 
de facultades de derecho, sin embargo, en la calificación del concurso se dará prelación al título de 
abogado. 

<Incisos 4o. y 5o. INEXEQUIBLES> 

Para optar al título de abogado, los egresados de las facultades de Derecho, podrán prestar el 
servicio de práctica jurídica (judicatura) en las personerías municipales o distritales, previa 
designación que deberá hacer el respectivo decano. 

Igualmente, para optar al título profesional de carreras afines a la Administración Pública, se podrá realizar en 

las personerías municipales o distritales prácticas profesionales o laborales previa designación de su respectivo 

decano. 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=48267#35
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0136_1994_pr003.html#170
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0136_1994_pr003.html#170
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ARTÍCULO  2.2.27.1 Concurso público de méritos para la elección 
personeros. El personero municipal o distrital será elegido de la lista que 
resulte del proceso de selección público y abierto adelantado por el concejo 
municipal o distrital. 

 Los concejos municipales o distritales efectuarán los trámites pertinentes para 
el concurso, que podrá efectuarse a través de universidades o instituciones de 
educación superior públicas o privadas o con entidades especializadas en 
procesos de selección de personal. 

 El concurso de méritos en todas sus etapas deberá ser adelantado atendiendo 
criterios de objetividad, transparencia, imparcialidad y publicidad, teniendo en 
cuenta la idoneidad de los aspirantes para el ejercicio de las funciones. 

 (Decreto 2485 de 2014, art. 1) 

 ARTÍCULO  2.2.27.2 Etapas del concurso público de méritos para la 
elección de personeros. El concurso público de méritos para la elección de 
personeros tendrá como mínimo las siguientes etapas: 

 a) Convocatoria. La convocatoria, deberá ser suscrita por la Mesa Directiva del 
Concejo Municipal o Distrital, previa autorización de la Plenaria de la 
corporación. La convocatoria es norma reguladora de todo el concurso y obliga 
tanto a la administración, como a las entidades contratadas para su realización 
y a los participantes. Contendrá el reglamento del concurso, las etapas que 
deben surtirse y el procedimiento administrativo orientado a garantizar los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad 
y publicidad en el proceso de elección. 

 La convocatoria deberá contener, por lo menos, la siguiente información: fecha 
de fijación; denominación, código y grado; salario; lugar de trabajo; lugar, fecha 
y hora de inscripciones; fecha de publicación de lista de admitidos y no 
admitidos; trámite de reclamaciones y recursos procedentes; fecha, hora y 
lugar de la prueba de conocimientos; pruebas que se aplicarán, indicando el 
carácter de la prueba, el puntaje mínimo aprobatorio y el valor dentro del 
concurso; fecha de publicación de los resultados del concurso; los requisitos 
para el desempeño del cargo, que en ningún caso podrán ser diferentes a los 
establecidos en la Ley 1551 de 2012; y funciones y condiciones adicionales que 
se consideren pertinentes para el proceso. 

 b) Reclutamiento. Esta etapa tiene como objetivo atraer e inscribir el mayor 
número de aspirantes que reúna los requisitos para el desempeño del empleo 
objeto del concurso. 

 c) Pruebas. Las pruebas o instrumentos de selección tienen como finalidad 
apreciar la capacidad, idoneidad y adecuación de los aspirantes, así como 
establecer una clasificación de los candidatos respecto a las calidades 
requeridas para desempeñar con efectividad las funciones del empleo. 

El proceso público de méritos para la elección del personero deberá 
comprender la aplicación de las siguientes pruebas: 

 1. Prueba de conocimientos académicos, la cual tendrá el valor que se fije en 
la convocatoria, que no podrá ser inferior al 60% respecto del total del concurso. 

 2. Prueba que evalúe las competencias laborales. 

 3. Valoración de los estudios y experiencia que sobrepasen los requisitos del 
empleo, la cual tendrá el valor que se fije en la convocatoria. 

 4. Entrevista, la cual tendrá un valor no superior del 10%, sobre un total de 
valoración del concurso. 

 (Decreto 2485 de 2014, art. 2) 

 ARTÍCULO  2.2.27.3 Mecanismos de publicidad. La publicidad de las 
convocatorias deberá hacerse a través de los medios que garanticen su 
conocimiento y permitan la libre concurrencia, de acuerdo con lo establecido 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=67998#1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=48267#1551
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=67998#2
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en el reglamento que para el efecto expida el concejo municipal o distrital y a 
lo señalado en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, en lo referente a la publicación de avisos, distribución de 
volantes, inserción en otros medios, la publicación en la página web, por bando 
y a través de un medio masivo de comunicación de la entidad territorial. 

 PARÁGRAFO  . Con el fin de garantizar la libre concurrencia, la publicación 
de la convocatoria deberá efectuarse con no menos de diez (10) días 
calendario antes del inicio de la fecha de inscripciones. 

 (Decreto 2485 de 2014, art. 3) 

 
De lo expuesto en precedencia se concluye que dentro de las normas que regulan 
de manera especial el concurso de méritos para seleccionar el personero municipal,  
no se previó una norma que establezca el término que debe tenerse en cuenta para 
la inscripción de candidatos, por lo cual resulta válido el argumento de la entidad 
apelante en el sentido de cuestionar la decisión de al A quo de encontrar vulnerada  
la regla prevista en el numeral 2.2.6.7., del Decreto 1083 de 2015  para decretar la 
medida de suspensión provisional, cuando esta norma no hace parte del 
ordenamiento que regula en forma especial el concurso de méritos para seleccionar 
el personero municipal. 
 
En los términos del artículo 113 de la Constitución, los personeros municipales 
hacen parte del Ministerio Público, por lo cual, en principio, resulta discutible la 
aplicación del artículo 2.2.6.7. del Decreto 1083 al concurso de méritos para 
seleccionar el Personero, cuando esta norma está dirigida a los concursos que 
celebren las entidades públicas que conforman la Rama Ejecutiva. 
 
Como ya se dijo anteriormente, en las normas especiales previstas a partir del 
artículo 2.2.27.1 del Decreto 1083, que regulan el concurso para elección de 
Personero, no se prevé norma alguna que regule el término que debe durar la fase 
de la inscripción para el concurso de méritos para elegir Personero. 
 
No obstante, la regla aplicada por el A quo, prevista en el numeral 2.2.6.7., se 
encuentra dentro de la parte general que regula la actividad administrativa de las 
entidades públicas, sin que se pueda concluir con certeza en este momento 
procesal que dicha norma sí es aplicable a un concurso especial como es el que se 
adelanta para seleccionar al Personero Municipal.  
 
Por lo expuesto, la Sala no puede compartir el criterio sostenido por el A quo, en el 
sentido de suspender el concurso de méritos para la selección del personero 
municipal de Cúcuta, por la supuesta vulneración de lo reglado en el parágrafo del 
artículo 2.2.6.7. del Decreto 1083 de 2015, por cuanto se reitera que se requiere de 
un análisis jurídico de fondo y definitivo para llegar a tal conclusión, lo cual no es 
propio de esta etapa procesal, sino del momento de proferirse sentencia. 

Al respecto, la Sala recuerda el criterio jurisprudencial citado párrafos atrás en 
sentido que el decreto de una medida provisional no puede conllevar a un estudio 
tan profundo que anticipe definitivamente una decisión de fondo, pues ello no es 
propio de esta etapa procesal, sino del momento de proferirse sentencia. 

Observa la Sala que, ciertamente,  para la etapa de inscripciones en la convocatoria 
adelantada a través de las Resoluciones demandadas, se otorgó el día 18 de 
octubre de 2019 en el horario comprendido de 7:00 am a 12:00 pm y de 2:00 pm 
hasta las 6:00 pm, lo cual en principio parece un término muy breve, empero, lo 
cierto es que no puede concluirse con certeza en este momento que ello implique 
una violación de la regla prevista en el parágrafo del citado artículo 2.2.6.7., ya que 
se debe dilucidar en forma definitiva si esta norma es aplicable o no a los concursos 
para la selección del personero municipal, lo cual es un asunto propio del momento 
de proferirse sentencia. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=67998#3
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De otra parte, para la Sala resulta acertada la afirmación de la parte apelante 
consistente en que los actos administrativos son decisiones unilaterales de la 
Administración, susceptibles de judicialización por parte de esta jurisdicción a través 
de las acciones previstas en la ley, y que se encuentran amparados por la 
presunción de legalidad condición que no puede omitirse. Sin embargo, precisa la 
Sala que el  A quo no incurrió en desconocimiento de tales conceptos, por el hecho 
de adoptar la medida cautelar en cuestión.  
 
Lo anterior por cuanto debe recordarse que conforme lo previsto en el artículo 229 
del CPACA, la decisión decretar una medida cautelar de urgencia de ningún modo 
implica prejuzgamiento,  tal como ha sido reiterado en innumerables ocasiones por 
el H. Consejo de Estado por lo que se trae a colación la providencia del 3 de 
septiembre de 20193  
  

“.- Acerca de la forma en la que el Juez debe abordar este análisis inicial, la 
citada providencia de 17 de marzo de 2015 (Expediente núm. 2014-03799), 
sostuvo: 
 
« […] Para el estudio de la procedencia de esta cautela se requiere una 
valoración del acto acusado que comúnmente se ha llamado valoración 
inicial, y que implica una confrontación de legalidad de aquél con las 
normas superiores invocadas, o con las pruebas allegadas junto a la 
solicitud. Este análisis inicial permite abordar el objeto del proceso, la 
discusión de ilegalidad en la que se enfoca la demanda, pero con base en una 
aprehensión sumaria, propia de una instancia en la que las partes aún no 
han ejercido a plenitud su derecho a la defensa. Y esa valoración inicial o 
preliminar, como bien lo contempla el inciso 2º del artículo 229 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, no 
constituye prejuzgamiento, y es evidente que así lo sea, dado que su 
resolución parte de un conocimiento sumario y de un estudio que, si bien 
permite efectuar interpretaciones normativas o valoraciones iniciales, no sujeta 
la decisión final […]» (Resaltado fuera del texto). 
 
II.3.8.- Como lo refiere la providencia transcrita, es importante la prevención 
efectuada por el legislador al advertir que, la decisión sobre la medida cautelar, 
de ningún modo implica prejuzgamiento, teniendo en cuenta que, como lo ha 
precisado la Jurisprudencia de esta Sala, se trata de “[…] mecanismos 
meramente cautelares, que en nada afectan ni influyen en la decisión final del 
fondo del  asunto […]»22. 

 
Por lo tanto, para la Sala es claro que la decisión emitida en el auto del 11 de 
diciembre de 2019, por el Juzgado Tercero Administrativo Oral de Cúcuta no genera 
prejuzgamiento en el presente asunto y por tanto no genera en forma automática 
una decisión anticipada de la respectiva sentencia. 
 
Ahora bien, no comparte la Sala el otro argumento de la apelación relacionado con 
que la suspensión provisional de los actos acusados genera un daño al Municipio, 
al Concejo Municipal y al público en general, por cuanto la elección del Personero 
no se podría hacer dentro del término fijado por el artículo 35 de la Ley 1551 de 
2012. 
 
Y no puede compartirse tal argumento, por cuanto el decreto de la suspensión 
provisional de los efectos de los actos administrativos tiene su fundamento en lo 
previsto en el artículo 238 de la Constitución y en el artículo 229 y ss del CPACA, 

                                                           
3 Auto del tres (3) de septiembre de dos mil diecinueve (2019), Radicación número: 11001-03-24-
000-2017-00044-00, Actor: CÁMARA DE COMERCIO DE BOGOTÁ, Demandado: 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO – SIC, Consejero ponente: ROBERTO 
AUGUSTO SERRATO VALDÉS 
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como una figura establecida justamente para la defensa del ordenamiento legal, 
cuando se profieran actos administrativos que atenten contra la vigencia del 
ordenamiento jurídico. La suspensión provisional o la anulación de actos 
administrativos dentro del medio de control de nulidad previsto en el art. 137 del 
CPACA,  se hace por esta jurisdicción para evitar el daño que se causa a la legalidad 
en abstracto cuando se profieren actos administrativos que desconocen el 
ordenamiento jurídico superior. 
 
Como corolario de lo expuesto, lo procedente en el presente asunto será revocar la 
decisión proferida por el Juzgado Tercero Administrativo Oral de Cúcuta, mediante 
auto del 11 de diciembre de 2019, en la cual se ordenó la suspensión provisional de 
los actos administrativos contenido en las Resoluciones No. 231 del 7 de octubre 
de 2019 y No. 240 del 16 de octubre de 2019. 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Revocar el auto del once (11) de diciembre de dos mil diecinueve 
(2019), proferido por el Juzgado Tercero Administrativo Oral de Cúcuta, por medio 
del cual se ordenó la suspensión provisional de los efectos de los actos 
administrativos contenidos en las Resoluciones No. 231 del 7 de octubre de 2019 y 
No. 240 del 16 de octubre de 2019, proferidas por el Concejo Municipal de Cúcuta, 
de conformidad con lo expuesto en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: Una vez en firme esta providencia, devuélvase el expediente al 
Juzgado de origen, previas las anotaciones secretariales a que haya lugar. 
 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
(La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala de Decisión Oral No. 

04 en sesión de la fecha) 
 

                                               
ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 

Magistrado 

                                                  
HERNANDO AYALA PEÑARANDA 

Magistrado 
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, veintiocho (28) de agosto del dos mil veinte (2020) 

Magistrado Sustanciador: Carlos Mario Peña Diaz 
 
 

Expediente : 54001-23-33-000-2020-00545-00 

Accionante : Luis Eduardo Fernández Domínguez  

Accionados :Ministerio de Hacienda y Crédito Público  

Medio de control  :Cumplimiento de normas con fuerza material de ley o 

de actos administrativos  

 

Revisado el expediente, se observa que el mismo fue remitido por el Magistrado Edgar 

Enrique Bernal Jáuregui mediante auto de fecha 21 de agosto de 2020, al considerarse 

que con antelación el Despacho No. 003 del Tribunal Administrativo de Norte de 

Santander había conocido del proceso 2020-00478, de tal suerte, que por conocimiento 

previo, criterio de adjudicación aplicable al caso, se imponía que el Despacho No. 003 

asumiera el conocimiento en el presente proceso.  

 

Sin embargo, el proceso será devuelto al Despacho de origen, al cual le correspondió 

por reparto el proceso, para que provea sobre la admisión, previas las siguientes 

consideraciones:  

 

El artículo 19 numeral 3° del Decreto No. 1265 de 1970 prescribe:  

 

"(...) 

 

 ARTÍCULO 19. Para el reparto de los negocios en las corporaciones se observarán 

las siguientes reglas:  

 

(…) 3a) Cuando un negocio haya estado al conocimiento de la sala se adjudicará en 

el reparto al magistrado que lo sustanció anteriormente; (...)"  

 

En desarrollo de lo anterior, el Acuerdo PSAA06-3501 de 2006 preceptúo: 

 

 "(...) 

 

 8.5. POR ADJUDICACIÓN: Cuando un asunto fuere repartido por primera vez en 
segunda instancia, en todas las demás ocasiones en que deba volver al superior 
funcional, el negocio corresponderá quién se le repartió inicialmente. En tales 
eventos la dependencia encargada del reparto tendrá a su cargo el envío del 



expediente al funcionario competente y tomará la información correspondiente para 
hacer las compensaciones del caso. (...)" 

 

De acuerdo con lo anterior, la adjudicación por conocimiento previo tiene lugar cuando: 

(i) un proceso ha sido repartido por primera vez en segunda instancia y (ii) el proceso 

deba volver al superior funcional, debiéndosele repartir el proceso a quien le 

correspondió inicialmente.  

 

En este orden de ideas, considera esta Sala Unitaria, que el criterio de reparto por 

conocimiento previo no tiene lugar en el presente asunto, toda vez, que el proceso 

identificado con radicado 2020-00478, del cual conoció el Despacho No. 003 en 

oportunidad anterior,  se trató de un proceso de primera instancia en donde se impuso 

el rechazo del asunto, por lo que el conocimiento de un nuevo proceso con similares 

partes, hechos y pretensiones deberá ser objeto de análisis por el Despacho al que le 

fue repartido el proceso.  

 

En mérito de lo expuesto se ordenará la devolución del expediente al Despacho No. 001. 

 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: DEVOLVER el expediente al Despacho No. 001 del Tribunal Administrativo 

de Norte de Santander, por lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
CARLOS MARIO PEÑA DIAZ  

Magistrado.- 

 


